




















































































































































































































 

 

 

SESIÓN PRIVADA DE PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE 

YUCATÁN DE FECHA 15 DE JULIO DEL 2020. 

 

 

PRESIDENTE:  Buenas tardes, damos inicio a esta Sesión privada de Pleno del 

Tribunal Electoral del Estado de Yucatán. Lo anterior con motivo del acuerdo 

plenario de fecha 18 de mayo del año en curso, mediante el cual se autoriza las 

resoluciones en sesión privada de los asuntos jurisdiccionales urgentes, derivado 

de la pandemia causada por el virus COVID-19. 

         Señora Secretaria General de Acuerdos, proceda a verificar e informar a esta 

Presidencia, si existe Cuórum Legal para la realización de la presente sesión 

SECRETARIA:           Con su autorización Magistrado Presidente, le informo que la 

Magistrada y Magistrados que integran el Pleno, se encuentran presentes, por lo 

que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 355 de la Ley de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Yucatán, existe Cuórum Legal para la 

realización de la presente Sesión Pública 

PRESIDENTE:       Existiendo Quórum Legal, proceda Señora secretaria a dar 

cuenta del Orden del Día a tratar en esta Sesión Pública de Pleno. 

         

SECRETARIA: Con su autorización Magistrado Presidente doy cuenta de dos 

juicios para la protección de los Derechos Político Electorales del ciudadano, 

identificados de la siguiente manera:  

1.- Juicio para la protección de los Derechos políticos electorales del 

ciudadano JDC-30-2019, interpuesto por la ciudadana FLOR DE LIZ XOCHITL 

DELGADO CABALLERO, en contra de WILLIAM ROMÁN PÉREZ CABRERA Y 

JORGE ARMANDO QUIJANO ROCA, Presidente Y Tesorero Municipal, del 

Ayuntamiento de Kanasin, Yucatán respectivamente.  

2.- Juicio para la protección de los Derechos políticos electorales del 

ciudadano JDC-32-2019, interpuesto por la ciudadana GUADALUPE DEL 



SOCORRO MARRUFO POOL, en contra de la Presidenta y Síndico Municipal, 

ambos del Ayuntamiento de San Felipe, Yucatán. 

Es la cuenta Magistrado Presidente. 

  

PRESIDENTE:        Toda vez que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 

de la Ley de Sistemas de Medios de Impugnación en materia Electoral del Estado 

de Yucatán; el expediente identificado como JDC. - 30/2019, fue turnado a la 

ponencia del Magistrado FERNANDO JAVIER BOLIO VALES, procederé a darle el 

uso de la voz para dar cuenta con el proyecto respectivo. 

MAGISTRADO, ABOGADO FERNANDO JAVIER BOLIO VALES:   

Se da cuenta con el proyecto de sentencia que cumple la resolución dictada 
por la Sala Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación en el expediente SX-JDC-77/2020. 
 
Este proyecto corresponde al juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano JDC-030/2019, interpuesto por la 
ciudadana Flor de Liz Xóchitl Delgado Caballero, Síndico del 
Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán, en contra los ciudadanos William 
Román Pérez Cabrera y Jorge Armando Quijano Roca, en su carácter de 
Presidente y Tesorero Municipal del Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán. 
 
En primer término, importa destacar que el presente asunto fue juzgado 
con perspectiva de género porque en él, se denuncian hechos que, 
presuntamente, impiden a la actora el ejercicio pleno de su derecho 
político-electoral de ser votada en la vertiente de ejercicio del cargo, 
cuestión que indudablemente está vinculada con violencia política de 
género, ya que este tipo de hechos se pueden generar como 
consecuencia de reclamar el debido ejercicio del cargo público de una 
mujer.  
 
Ahora bien, los agravios planteados por la actora en la secuela procesal 
desahogada en este expediente, en el proyecto se abordan de la siguiente 
manera. 
 
Por lo que hace a la Reducción de la remuneración, se estimó ajustado a 

derecho sobreseerse en el juicio al actualizarse la cosa juzgada. 

 



Lo anterior, por ser un hecho notorio que éste agravio, fue estudiado en el 
fondo de la sentencia dictada por este Pleno en el expediente en el que se 
actúa, el cuatro de marzo de este año. 

 
Conviene recordar que, en su oportunidad, el sobreseimiento adoptado en 
esta instancia sobre el disenso que se aborda, fue controvertido vía juicio 
ciudadano a nivel federal y, la Sala Regional se pronunció al respecto, 
dejando firme lo determinado en la sentencia de cuatro de marzo. 
 
Importa hacer mención que, sobre este tema, la única inconformidad que se 
alegó en el juicio ciudadano federal, fue la relativa a la falta de llamamiento a 
la responsable, bajo la figura de tutela preventiva a fin de evitar que dicha 
circunstancia volviera a repetirse. 
 
En este sentido, en el proyecto, se considera que la decisión a la que llegó 
este órgano jurisdiccional respecto al disenso encaminado en la demanda 
inicial a cuestionar la reducción de la remuneración, es cosa juzgada y tiene 
eficacia directa en el presente análisis, lo que con fundamento en el artículo 
54 de la Ley de Medios Local obliga a este Tribunal a desechar de plano este 
tópico. 
 
No obstante, al haberse admitido la ampliación de la demanda en los términos 
ordenados por la Sala Regional y, sobrevenir una causal de improcedencia 
en este tema, esto es, la actualización de la cosa juzgada, de ahí que en el 
proyecto se proponga sobreseer en el juicio, de conformidad con lo previsto 
por el artículo 55, fracción III, de la Ley de Medios Local. 
 
Ahora, respecto al agravio relacionado con la Desactivación del monedero 
de gasolina, en el proyecto se califica como inoperante, en razón de que 
este aspecto escapa a la competencia de la jurisdicción electoral. Esto, ya 
que, como se desarrolla en el proyecto, es una cuestión administrativa e 
interna del propio desarrollo del municipio. 
 
Por otra parte, en relación con el reproche vinculado con la Omisión de 
proporcionar Actas de sesiones de cabildo, se propone calificarlo como 
fundado. 
 
En el caso, lo fundado del agravio reside en que el Presidente y el Secretario 
del Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán, no han proporcionado de manera 
completa a la actora las copias certificadas de todas las actas de las sesiones 
de cabildo celebradas en la actual administración, además, si bien se 
proporcionaron algunas, lo cierto es que, fue de manera incompleta. En este 
sentido, dicha conducta omisa impide a la actora desempeñar el cargo que 



ostenta por mandato popular, violándose así, su derecho humano de tipo 
político-electoral a ser votada. 
 
Al respecto, conviene precisar que se acreditó que la actora además de las 
cinco actas recibidas en la sustanciación inicial de este juicio, recibió treinta 
y nueve actas presuntamente correspondientes a la totalidad de las sesiones 
celebradas por la actual administración municipal. No obstante, la Síndico 
expuso que contrario a lo sostenido por el Secretario, no le fueron entregadas 
las copias de todas las actas referidas y, que las entregadas se encuentran 
incompletas. 
 
Sobre esta temática, en el proyecto se sostiene que a pesar de estar 
acreditado que el Secretario hizo la entrega a la actora, cuarenta y cuatro 
actas de sesiones de cabildo, ello, lo hizo después de aproximadamente un 
año y cinco meses de haberse solicitado, por tanto, se tuvo por demostrado 
que dicho servidor público mantuvo una conducta omisa en perjuicio del 
derecho humano de tipo político-electoral de la síndico, lo cual, a pesar de 
haber entregado las actas señaladas, lo cierto es que, no puede eximírsele 
de haber impedido el desempeño del cargo a la parte actora durante el tiempo 
que perduró la omisión demostrada. 
 
Máxime que de los elementos que arroja el análisis realizado en el proyecto, 
se puede llegar a la convicción de que las mismas no fueron entregadas de 
manera completa. 
 
Esto, en razón de que toda decisión adoptada por el cabildo como órgano del 
gobierno municipal, invariablemente debe obrar en el expediente que se 
forma para cada sesión, en el cual, entre otros, debe obrar la copia del acta 
levantada, misma que debe contar con una relación sucinta de los puntos 
tratados y los documento relativos a los acuerdos aprobados en cada caso. 
 
En esta línea argumentativa, al haberse entregado actas incompletas, no 
puede estimarse como atendida la pretensión de la parte actora, la cual se ha 
centrado en obtener las actas de todas las sesiones de cabildo de la actual 
administración, incluidos todos los documentos que han resultado de los 
acuerdos de ese órgano de gobierno municipal. 
 
Es así, porque no se puede considerarse suficiente el acceso a las actas de 
sesiones de cabildo, sin los documentos generados por dicho órgano en cada 
caso, ya que es indudable que la Síndica necesita contar con todos los 
documentos que den cuenta de los acuerdos, determinaciones y normas 
relacionadas con la administración pública municipal que se aprueban en 
cada sesión, ya que está información, es necesaria para poder desempeñar 



su función de vigilar el funcionamiento de la hacienda pública y la 
administración municipal 
 
Por otro lado, en cuanto al agravio relacionado con la omisión de entregar 
Información vinculada con el presupuesto, planeación, proveedores, 
contratistas, nómina y el organigrama municipal, en el proyecto se 
propone calificarlo como fundado.  
 
Sobre este tema, el Presidente Municipal sostuvo haber entregado la 
información requerida por la actora. No obstante, la Síndico controvirtió dicho 
alegato. Por tanto, en el proyecto se hace una valoración de lo solicitado por 
la actora, en conjunto con los documentos entregados por el Presidente. Así, 
se pudo acreditar que los documentos entregados resultan incompletos. Esto, 
porque si bien, está reconocido por la parte actora haber recibido diversos 
documentos relacionados con su petición, también es cierto que los mismos 
no dieron atención completa a lo requerido. 
 
Ahora bien, en el proyecto se destaca lo resuelto sobre este aspecto en la 
sentencia dictada dentro de este expediente, el cuatro de marzo del año en 
curso, en la que se ordenó al Presidente y Tesorero de Kanasín, a entregar 
a la Síndico, todos los documentos relacionados con los temas ya referidos. 
Lo cual no sucedió hasta el veinticinco de mayo de este año, lo que acredita 
la inobservancia a la determinación de este órgano jurisdiccional. 
 
En este contexto, en el proyecto se argumenta que existe una omisión de 
tracto sucesivo en perjuicio del derecho político-electoral de la actora a 
ejercer el cargo, afectación que le impide a la sindicatura cumplir con el 
mandato constitucional emanado del voto popular, así como con sus 
obligaciones y facultades. 
 
En la especie, se sostiene que la omisión de entregar la información requerida 
se traduce en un obstáculo para el ejercicio efectivo del derecho a 
desempeñar el cargo, en razón de que, los documentos solicitados por la 
actora resultan indudablemente necesarios para cumplir eficazmente con su 
facultad de vigilar el funcionamiento de la hacienda pública y la administración 
municipal, la cuenta pública y su transparencia, así como el presupuesto de 
egresos y los informes que rinde el Presidente sobre todo lo anterior. 
 
Por su parte, respecto al agravio vinculado con la Orden para dejar de 
proporcionar la documentación, se propone considerarlo fundado.  
 
En el proyecto se argumenta que las manifestaciones del secretario particular 
de la presidencia municipal, mismos que constan en una documental pública, 



generan convicción sobre la instrucción cuestionada en este punto, la cual se 
atribuye al Presidente Municipal. Lo anterior, toda vez que, por un lado, se ha 
acreditado el resultado de esa instrucción en autos de este expediente, es 
decir, se ha demostrado que, a la fecha de este pronunciamiento, el 
Presidente y otros servidores públicos municipales han dejado de 
proporcionar documentos solicitados por la parte actora. 
 
En este sentido, se estima acreditada la instrucción del Presidente Municipal 
relativa a que los servidores públicos de ese ayuntamiento se abstuvieran de 
proporcionar los documentos que requiriera la Síndico, lo que se traduce en 
una omisión que ha impedido el desempeño del cargo de la actora, en 
perjuicio de su derecho político-electoral de ser votada. 
 
Por otro lado, en lo que toca al agravio correspondiente a las Instrucciones 
sobre atención a documentos de la actora, se propone calificarlo como 
fundado.  
 
Ello, en razón de que, la instrucción de la presidencia municipal para que el 
personal del ayuntamiento se abstuviera de sellar de recibido las solicitudes 
de la sindicatura, constituye una acción que materializada se encamina a 
obstaculizar el ejercicio del cargo de la actora. 
 
Al respecto, en el proyecto se hace un análisis de diversos medios de prueba 
que obran en el sumario, de los cuales, quedó evidenciada la ausencia de los 
sellos de recibo tanto en oficios presentados ante la presidencia y tesorería 
municipal, lo cual demostró que tal como lo sustentó la actora, existen 
evidencias materiales de la instrucción atribuida al Presidente, consistente en 
que los servidores públicos municipales se abstuvieran de sellar los escritos 
que sean presentados por la sindicatura. 
 
De ahí que, en el proyecto se sustente que cualquier acción por parte de la 
autoridad responsable que se enderece a impedir el acceso de la Síndica a 
información de la administración pública municipal, invariablemente va a 
traducirse en una franca violación al derecho humano a desempeñar el cargo, 
el cual es una vertiente del derecho político-electoral de ser votada del que 
es titular la actora. 
 
Respecto al agravio relacionado a las una sesión de Cabildo, se sugiere 
calificarlo como fundado.  
 
Para abordar este disenso, en el proyecto se recordó que el veintinueve de 
mayo del año en curso, la actora asistió a la sesión ordinaria de cabildo, en 
la cual únicamente se leyó y aprobó el informe de la hacienda pública 



municipal, correspondiente a la cuenta pública del mes de diciembre del año 
dos mil diecinueve. 
 
Sobre dicha sesión, la actora manifestó la ausencia del Presidente Municipal 
y una regidora. Además de que el Secretario Municipal, quien fue el que 
dirigió la referida sesión, no hizo constar en el acta correspondiente, los 
planteamientos expresados por la actora. 
 
Por otro lado, indicó que votó en contra del informe, ya que se incumplió con 
lo previsto en la Ley y, que no se le entregó copia de dicho informe como lo 
marca el artículo 63, fracción VI, de la Ley de Gobierno de los Municipios del 
Estado de Yucatán. 
 
Ahora bien, lo fundado del agravio reside en que la síndico no recibió los 
documentos referentes a la cuenta pública municipal, en un plazo previo de 
tres días anteriores, a la celebración de la sesión de análisis y aprobación de 
la referida cuenta pública. 
 
Además, el Secretario Municipal dejó de garantizar que la síndica cuente con 
la documentación atinente a la cuenta pública, incumpliendo con ello, con lo 
dispuesto por el artículo 61, fracción IX, de la Ley de Gobierno de los 
Municipios del Estado de Yucatán. 
 
Por tanto, se obstaculizó el desempeño del cargo de la parte actora, ya que 
el ejercicio de la función constitucional de representar a la comunidad ante el 
Ayuntamiento, se da materialmente en las sesiones de cabildo. 
 
De ahí que, si sus integrantes no tienen acceso oportunamente a los 
documentos que sustenten los temas para los que fueron convocados a 
discutir y aprobar, ciertamente, tal omisión se traduce en un impedimento 
para cumplir su encomienda, ya que no contarán con elementos objetivos que 
les permitan adoptar una postura respecto a la conducción del Gobierno 
Municipal. 
 
Ello, pues para el ejercicio de sus encargos, los regidores requieren 
desarrollar un análisis objetivo de datos, sin los cuales se imposibilita 
materialmente el ejercicio de sus funciones municipales. 
 
En consecuencia, la omisión de cumplir con la entrega oportuna de los 
documentos que sirvieron de sustento al Presidente Municipal, para formular 
el informe que guarda la Hacienda Pública Municipal, incuestionablemente le 
impidió a la actora cumplir a cabalidad con sus facultades y atribuciones, 



habida cuenta que, se anuló su deber de vigilancia sobre este tópico, lo que 
menoscaba su derecho político-electoral a desempeñar el cargo. 
 
A su vez, por cuanto hace al agravio referente a la Violencia derivada de 
obstaculizar la limpieza de la oficina de la sindicatura, el proyecto 
propone considerarlo inoperante. Esto, ya que las labores de limpieza de la 
sede municipal, propias del funcionamiento administrativo del Ayuntamiento, 
escapan a la tutela de la jurisdicción electoral. 
 
Ahora bien, respecto a los agravios vinculados con Violencia política por 
razón de género, en el proyecto se sostiene lo siguiente. 
 
En primer lugar, se afirma que, valorando los hechos acreditados en el juicio, 
la actora ha sido sujeta a una situación de discriminación estructural por parte 
de diversos servidores públicos municipales, lo que puede constituir violencia 
política en su contra por razón de género.  
 
En este sentido, al analizar el reproche relativo a las Amenazas de la 
Directora Jurídica, se propone calificarlo como infundado, toda vez que, la 
actora no aporta algún medio probatorio, más allá de su dicho, mientras que, 
en el informe circunstanciado la directora niega el señalamiento en cuestión 
y revierte a la actora la carga de la prueba.  
 
Al respecto, se argumenta que la perspectiva de género en la administración 
de justicia no significa que en cualquier caso los órganos jurisdiccionales 
deban resolver el fondo del asunto conforme a las pretensiones planteadas 
por las o los gobernados en razón de su género, ni que dejen de cumplirse 
los requisitos procesales previstos en la normatividad respectiva, ya que las 
formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada 
resolución. 
 
Por ello, se destaca que, por un lado, en el sumario no existen indicios que 
generen certeza en esta autoridad sobre el evento en el cual presuntamente 
la directora amenazó a la actora y, por otro lado, los dichos materia de 
análisis, son insuficientes para acreditar la violencia alegada. 
 
Por otro lado, con relación a Los actos y omisiones atribuidos al 
Presidente, Tesorero y Secretario, se estima que constituyen violencia 
política contra la actora por razón de género. 
 
Así, en el proyecto, se recuerda que, por un lado, propuso sobreseer 
respecto a la reducción de la remuneración de la actora, sin embargo, no 
debe perderse de vista que, sobre este tema, este Tribunal tuvo por 



acreditada esa irregularidad, la cual no fue cesada sino hasta cincuenta y tres 
días posteriores a la actualización de la reducción, por lo tanto, a pesar de 
cesar los efectos de la irregularidad, lo cierto es que el Presidente y Tesorero, 
no quedan eximidos de responsabilidad. 
 
Lo anterior, es importante porque con independencia de que durante la 
sustanciación del juicio la responsable enderezo acciones para cesar la 
violación reprochada, lo cierto es que, este órgano jurisdiccional al abordar 
este agravio en la sentencia dictada el cuatro de marzo del año en curso, 
llegó a la convicción de que la actora sufrió una reducción injustificada a 
su remuneración, lo que constituyó una violación al derecho a ser 
votado en la vertiente de desempeño del cargo. 
 
A esto, se suman los seis agravios calificados como fundados, mismos que 
impiden el ejercicio del cargo de la actora y, en consecuencia, 
menoscaban su derecho político-electoral a ser votada. 
 
En este sentido, el proyecto reconoce que las mujeres tienen derecho a una 
vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado. Lo cual, 
parte del reconocimiento del derecho que tienen a la igualdad de acceso a 
las funciones públicas del país y a participar en los asuntos públicos, 
incluyendo la toma de decisiones.  
 
También, se reconoce que la discriminación contra la mujer apunta a toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad 
del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera. 
 
Por otro lado, se señala que se entenderá por violencia contra las mujeres, 
cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o 
sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte 
tanto en el ámbito privado como en el público. 
 
Así, una modalidad de violencia contra las mujeres, puede ser la política, la 
cual es la practicada en el marco del ejercicio de los derechos político-
electorales, por medio de acción u omisión, incluida la tolerancia, con el fin 
de menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
políticos o de las prerrogativas inherentes a un cargo público. 
 



En esta línea argumentativa, se sostiene que las diversas irregularidades 
acreditadas, permiten arribar a la verdad de que existe un contexto general 
adverso en el Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán, hacia la actora con la 
finalidad o el resultado de menoscabar el ejercicio efectivo del cargo 
que ostenta, lo cual se traduce en un contexto de violencia institucional, que 
ha sido tolerado por el Presidente Municipal. 
 
De ahí que, los hechos analizados y puntualizados en el proyecto, se 
consideren acciones y omisiones que impiden a la actora el debido ejercicio 
del cargo de elección popular que desempeña por la realización de actos de 
violencia política de género. 
 
En este sentido, en el proyecto de hace el estudio exhaustivo de los hechos, 
a la luz de los cinco elementos que deben converger para acreditarse 
violencia política en contra de las mujeres por razón de género. Así, de dicho 
ejercicio, se sostiene que, en efecto, los actos y omisiones desplegados 
en contra de la síndica constituyen violencia política por razón de 
género. 
 
En este contexto, se precisa que las omisiones en las que ha incurrido el 
Tesorero y Secretario Municipal no pueden desvincularse de la tolerancia que 
se observa por parte del Presidente Municipal, aunado a las acciones 
enderezadas a proteger dichas irregularidades. 
 
Por lo que, se propone, calificar al Presidente Municipal, Tesorero y 
Secretario, todos del Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán, como responsables 
de la violencia política de género en contra de la actora. 
 
En consecuencia, se propone como medidas de restitución, que el 
Presidente, Tesorero y Secretario Municipal, del Ayuntamiento de Kanasín, 
Yucatán, entreguen a la Síndico Municipal, toda aquella información o 
documentación que solicite, la cual deberá estar completa y, relacionada con 
la función del Ayuntamiento o con el desempeño de sus funciones. Lo 
anterior, en los términos precisados en el proyecto. 
 

Es la cuenta que se pone a su consideración señora magistrada  y señor  

magistrado. 

 

INTERVENCIONES:      ninguna por parte de los  

       Magistrado, Abogado Fernando Javier Bolio Vales. 



                                        Magistrada, Licenciada Lissette Guadalupe Cetz Canché:. 

                                        Magistrado Presidente, Licenciado Javier Armando Valdez 

Morales 

   

PRESIDENTE:        No habiendo ninguna otra intervención, proceda señora 

Secretaria General de Acuerdos a tomar la votación respectiva. 

 VOTACIÓN 

SECRETARIA:  

 MAGISTRADO ABOGADO FERNANDO JAVIER BOLIO VALES: A FAVOR CON MI PROYECTO. 

SECRETARIA: 

MAGISTRADA LICENCIADA LISSETTE GUADALUPE CETZ CANCHÉ:  A FAVOR CON EL 

PROYECTO. 

SECRETARIA: 

MAGISTRADO PRESIDENTE LICENCIADO JAVIER ARMANDO VALDEZ MORALES: A FAVOR 

CON EL PROYECTO. 

SECRETARIA:      Magistrado Presidente le informo que el proyecto identificado como 

J.D.C 30/2019, ha sido aprobado POR UNANIMIDAD DE VOTOS. 

PRESIDENTE:        Vista la aprobación del proyecto identificado bajo la clave J.D.C.-

30/2019, queda de la siguiente manera: 

 

PRIMERO. Se sobresee el medio de impugnación respecto del agravio 

relacionado con la reducción de la remuneración, en los términos 

precisados en este fallo.  

 

SEGUNDO. Se declaran inoperantes los agravios vinculados con la 

desactivación del monedero de gasolina, así como la presunta 

obstaculización de limpiar la oficina de la sindicatura, de conformidad con 

lo previsto en esta ejecutoria. Se dejan a salvo los derechos de la actora 

en los términos previstos en este fallo. 



 

TERCERO. Se declara infundado el agravio vinculado con los hechos de 

violencia política por razón de género atribuidos a la ciudadana Clara 

Guadalupe Cervera Téllez, Directora Jurídica del Ayuntamiento de 

Kanasín, Yucatán. 

 

CUARTO. Se dejan a salvo los derechos de la ciudadana Clara 

Guadalupe Cervera Téllez, Directora Jurídica del Ayuntamiento de 

Kanasín, Yucatán, en los términos previstos en esta sentencia. 

 

QUINTO. Son fundados los agravios relacionados con la omisión de 

proporcionar diversa documentación necesaria para que la actora ejerza a 

cabalidad sus facultades y obligaciones, por tanto, se declara existente la 

violación al derecho político-electoral de ser votada de la actora en la 

vertiente de desempeño del cargo, lo que constituye violencia política 

en su contra por razón de género. 

 

SEXTO. Se declara la responsabilidad de los ciudadanos William 

Román Pérez Cabrera, Jorge Armando Quijano Roca y Marcelino 

Chan Dzib, en su carácter de Presidente, Tesorero y Secretario 

Municipal respectivamente, del Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán, 

por ejercer actos y omisiones que constituyen violencia política por 

razón de género en contra de la ciudadana Flor de Liz Xóchitl Delgado 

Caballero, Síndico de dicho municipio. 

 

SÉPTIMO. Se ordena a los ciudadanos William Román Pérez Cabrera, 

Jorge Armando Quijano Roca y Marcelino Chan Dzib, en su carácter 

de Presidente, Tesorero y Secretario Municipal respectivamente, del 



Ayuntamiento de Kanasín, Yucatán, que, en el plazo fijado proporcionen 

a la ciudadana Flor de Liz Xóchitl Delgado Caballero, Síndico de dicho 

municipio, la documentación relacionada en la consideración tercera, de 

esta ejecutoria, con el objeto de permitirle desempeñar el cargo de manera 

efectiva. 

 

OCTAVO. Hágase del conocimiento de la Sala Regional Xalapa del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a 

la Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral, el presente fallo, ello, de 

conformidad con lo ordenado en el punto resolutivo primero en relación 

con el considerando quinto, párrafo 130, de la sentencia dictada en el 

expediente SX-JDC-77/2020. 

 

En su oportunidad devuélvanse los documentos atinentes, y archívese el 

expediente como asunto total y definitivamente concluido. 

 

NOTIFÍQUESE conforme a Derecho corresponda. 

 

PRESIDENTE:            Toda vez que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

37 de la Ley de Sistemas de Medios de Impugnación en materia Electoral el Estado 

de Yucatán; el expediente identificado como JDC.- 32/2019  fue turnado a mi 

ponencia, procedo a hacer uso de la voz para dar cuenta con el proyecto respectivo: 

SÍNTESIS DE PROYECTO DE RESOLUCIÓN 

 

Señores Magistrados, me permito someter a su consideración, la cuenta del estudio 

llevado a cabo en el expediente JDC-32/2019.  

La ciudadana Guadalupe del Socorro Marrufo Pool alias Guadalupe del Socorro 

Marrufo, presentó el seis de diciembre del dos mil diecinueve Juicio para la 

Protección de los Derechos Político Electorales del Ciudadano, ante esta autoridad, 

por violaciones a su derecho a ser votada en su vertiente de acceso y desempeño 

del cargo que como regidora del Ayuntamiento de San Felipe, Yucatán, le 



corresponde, atribuidas al Cabildo, Presidente, Síndico y Tesorero, todos del 

Ayuntamiento citado.  

La interesada señala como agravios los siguientes: la falta de pago de su 

remuneración que como regidora le corresponde respecto a la segunda quincena 

de noviembre de dos mil diecinueve, las dos quincenas del mes de diciembre del 

dos mil diecinueve, y las dos quincenas del  mes de enero de dos mil veinte, así 

como las que se acumulen; la ilegalidad del acuerdo de Cabildo que estableció 

horarios de trabajo a los regidores del Ayuntamiento demandado ya que por dicho 

motivo considera afectados sus derechos al ejercicio del cargo y pago de 

remuneraciones; la falta de pago de su aguinaldo que como regidora le corresponde 

respecto del año dos mil diecinueve; la falta de fundamentación, y motivación en el 

acuerdo de Cabildo que autorizó la reducción de sus retribuciones que como 

Regidora le corresponde y la falta de proporcionalidad en los sueldos asignados a 

los Regidores del Ayuntamiento de San Felipe Yucatán.  

En el proyecto de cuenta se propone declarar fundado el agravio relacionado con la 

indebida fundamentación y motivación del acuerdo de Cabildo de fecha doce de 

diciembre de dos mil diecinueve que aprobó la reducción salarial de la inconforme, 

puesto que la fundamentación que señaló la autoridad responsable es inaplicable al 

caso concreto, además de que tampoco señala los causas o motivos que tuvo para 

realizar el acto que se reclama, lo que es violatorio del artículo 16 Constitucional, 

además de que el acuerdo vulnera el artículo 35 fracción II de la Constitución 

Federal, toda vez que la reducción aplicada a las remuneraciones de la inconforme 

afecta al principio de proporcionalidad de las remuneraciones, y toda vez que el 

procedimiento realizado por la responsable para aprobar el acuerdo controvertido 

no observó las reglas contenidas en la Ley de Presupuesto y Contabilidad 

Gubernamental del Estado de Yucatán en la materia. 

En relación a los agravios relacionados con falta de pago de las remuneraciones 

reclamadas y del pago del aguinaldo correspondiente al año 2019, se propone 

declararlos parcialmente fundados en virtud de que la autoridad responsable ha 

acreditado el pago de la segunda quincena del mes de noviembre del dos mil 

diecinueve y el pago parcial de las quincenas de diciembre de dos mil diecinueve y 

las del mes de enero del dos mil veinte, así como ha exhibido el pago parcial de la 

primera quincena del mes de febrero del presente año, lo anterior toda vez que 

haber quedado sin efecto el tabulador de sueldos aprobado por el Cabildo en fecha 

doce de diciembre del dos mil diecinueve, que fue base para el pago de las 

remuneraciones, por los motivos que han sido precisados, por lo que deberá 

realizarse el pago de las diferencias salariales respectivas a la inconforme con base 

en el tabulador de sueldos que fue aprobado en fecha veintinueve de agosto de dos 

mil diecinueve, y con base en el citado tabulador deberán ser cubiertas las 



subsecuentes remuneraciones de la inconforme hasta el dictado de la presente 

sentencia.  

En relación al aguinaldo que reclama la promovente correspondiente al año 2019 

se propone declarar parcialmente fundado el agravio y ordenar se realice su pago 

conforme al tabulador de sueldos de veintinueve de agosto de dos mil diecinueve, 

descontando la cantidad que le ha sido cubierta, toda vez que solamente fue 

parcialmente cubierto. 

Finalmente en relación al agravio de la inconforme relativo a la ilegalidad del 

acuerdo que estableció horarios de labores a los regidores del Cabildo de San 

Felipe, Yucatán, se propone declarar fundado el agravio, ya que este Tribunal 

considera que el acto se encuentra indebidamente fundado y motivado toda vez que 

la normatividad que le sirve de base no es aplicable para dicho acto y esta autoridad 

no observa que la legislación le otorgue la facultad al Cabildo para realizarlo, 

conforme los artículos 40, 41, 62, 63 y 64 de la Ley de Gobierno de los Municipios 

del Estado de Yucatán, que establecen las facultades del Ayuntamiento y de los 

regidores, por lo que el Cabildo tampoco puede reglamentar dicha materia porque 

lo anterior implicaría una violación al principio de reserva de ley, principio que señala 

que solo puede reglamentarse la materia respecto de la cual la ley otorgue 

competencia, lo que en la especie no acontece, además de que este tribunal estima 

que el cargo de los regidores es de naturaleza permanente y dicho acuerdo restringe 

dicho derecho. 

Por lo anterior se propone ordenar a la autoridad responsable que dé cumplimiento 

a la sentencia en los términos antes precisados e informar a esta autoridad dentro 

del plazo de 48 horas posteriores a que ello ocurra, con los apercibimientos para el 

caso de incumplimiento. 

Es la cuenta que se pone a su consideración señores magistrados. 

 

 
 

INTERVENCIONES:      ninguna por parte de los  

       Magistrado, Abogado Fernando Javier Bolio Vales. 

                                        Magistrada, Licenciada Lissette Guadalupe Cetz Canché:. 

                                        Magistrado Presidente, Licenciado Javier Armando Valdez 

Morales 

   



PRESIDENTE:        No habiendo ninguna otra intervención, proceda señora 

Secretaria General de Acuerdos a tomar la votación respectiva. 

 VOTACIÓN 

SECRETARIA:  

 MAGISTRADO ABOGADO FERNANDO JAVIER BOLIO VALES, A FAVOR CON EL PROYECTO. 

SECRETARIA: 

MAGISTRADA LICENCIADA LISSETTE GUADALUPE CETZ CANCHÉ., A FAVOR CON  EL  

PROYECTO. 

SECRETARIA: 

MAGISTRADO PRESIDENTE LICENCIADO JAVIER ARMANDO VALDEZ MORALES, A FAVOR CON MI 

PROYECTO. 

SECRETARIA:        Magistrado Presidente le informo que el proyecto identificado 

como J.D.C. 32/2019, ha sido aprobado POR UNANIMIDAD DE VOTOS. 

PRESIDENTE:        Vista la aprobación del proyecto identificado bajo la clave 

J.D.C.32/2019, queda de la siguiente manera:   

PRIMERO. Son fundados los agravios planteados por la promovente, respecto a la 

reducción de su salario, por lo que, se revoca el TERCER PUNTO, del acta de 

Cabildo número Cincuenta y Uno, correspondiente a la sesión de fecha doce de 

diciembre de dos mil diecinueve, celebrada por los integrantes del Cabildo del 

Ayuntamiento de San Felipe, Yucatán. 

SEGUNDO. Son parcialmente fundados los agravios relativos a la falta de pago de 

los salarios y aguinaldo reclamados por la promovente. 

TERCERO. Son fundados los agravios del promovente respecto de la ilegalidad del 

acuerdo del Cabildo que establece horarios de labores a los regidores, por lo que, 

se revoca en lo que fue materia de impugnación el PRIMER PUNTO, del acta de 

Cabildo número Cincuenta y Uno, correspondiente a la sesión de fecha doce de 

diciembre de dos mil diecinueve, celebrada por los integrantes del Cabildo del 

Ayuntamiento de San Felipe, Yucatán. 

CUARTO. Se ordena al Cabildo, a la Presidenta Municipal, al Síndico y al Tesorero 

Municipal del Ayuntamiento de San Felipe, Yucatán, a cumplir en lo que a cada uno 



corresponda, con lo ordenado en el apartado de efectos señalados en el 

considerando OCTAVO de la presente sentencia. 

Una vez que se dé cumplimiento a la presente ejecutoria archívese este expediente 

como asunto total y definitivamente concluido. 

Notifíquese, personalmente a la promovente en el domicilio señalado en su 

demanda; por oficio a las autoridades responsables, acompañando copias 

certificadas de esta resolución y por estrados a los demás interesados. Lo anterior 

con fundamento en los artículos 45, 46, y 51 de la Ley del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral del Estado de Yucatán, así como los artículos 72 

y 75 del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Estado de Yucatán  

Por cuanto, son los únicos asuntos a tratar en la presente sesión 

Pública del Pleno, proceda señora Secretaria General de acuerdos, a dar 

cumplimiento con las notificaciones previstas en las resoluciones recaídas.      

En consecuencia, al haberse agotado los asuntos enlistados para la presente 

Sesión Pública de Pleno, se declara clausurada la misma, siendo las doce 

horas con cincuenta minutos, del día que se inicia es cuánto.   

 


